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Parágrafo 2°. El monto máximo que se cofinanciará para cada conexión de usuarios 
de menores ingresos corresponderá al 70% del cargo por conexión establecido por la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas - CREG. Para la Red Interna, se cofinanciará 
también como máximo el 70% del valor de la misma, la valoración de esta no podrá 
ser mayor al cargo por conexión regulado por la CREG.”

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 2.2.2.5.13. del Decreto 1073 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.2.2.5.13. Orden de Prioridad de los Proyectos de Infraestructura 
Elegibles. La Unidad de Planeación Minero Energética - UPME, establecerá un orden 
de prioridad de los proyectos de infraestructura elegibles, teniendo en cuenta los 
siguientes criterios:

a) Ubicación del proyecto dentro del área de influencia del gasoducto troncal o 
fuente de abastecimiento de gas combustible que corresponda;

b) Número de usuarios directamente beneficiados con el proyecto;
c) Mayor índice de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) definido por el 

Departamento Administrativo Nacional de Estadística, DANE, para el municipio, 
sector rural o para la población objeto del proyecto. En este último caso, el Solicitante 
deberá adjuntar, a su costo, la certificación de dicho índice;

d) Cofinanciación, distinta de la que se solicita al Fondo, respecto del valor total 
del proyecto de infraestructura;

e) Demanda de gas combustible esperada por el proyecto.
Parágrafo. La Unidad de Planeación Minero Energética - UPME, definirá y 

adoptará la metodología de cálculo de un indicador de prioridad que involucre los 
criterios definidos en este artículo.”

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 2.2.2.5.14. del Decreto 1073 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.2.2.5.14. Criterios para la Aprobación de Cofinanciación de 
Proyectos Elegibles. Una vez sea presentado el orden de prioridad de proyectos 
elegibles por parte de la Unidad de Planeación Minero Energética - UPME, el 
administrador del Fondo aprobará las solicitudes de cofinanciación, teniendo en 
cuenta los siguientes criterios:

a) Disponibilidad de recursos en la fecha de aprobación;
b) Se asignarán, con base en el orden de priorización, los recursos disponibles a los 

proyectos de gas combustible por redes, a un proyecto a la vez por cada departamento 
de la división política del país, sin considerar el monto solicitado, hasta cofinanciar 
todos los proyectos presentados, o agotar la disponibilidad de recursos. Si un proyecto 
cubre más de un departamento, será considerado el departamento con mayor número 
de usuarios beneficiados.

Parágrafo 1°. Aquellos proyectos a los que no se les apruebe la cofinanciación por 
falta de disponibilidad de recursos en determinada vigencia podrán ser actualizados 
por parte del Solicitante y presentados a la Unidad de Planeación Minero Energética 
- UPME para la siguiente vigencia. Para lo anterior, el Solicitante deberá remitir la 
información necesaria de la actualización, de acuerdo con lo establecido por dicha 
entidad.

Para tal efecto, la Unidad de Planeación Minero Energética - UPME deberá 
remitir al Ministerio de Minas y Energía la información de los proyectos elegibles 
actualizados, los cuales formarán parte del listado de priorización que se tenga para el 
siguiente período de asignación.

Parágrafo 2°. En el evento en que dos o más proyectos tengan como resultado el 
mismo nivel de priorización, tendrá prelación aquel que atienda el mayor número de 
municipios con Niveles Altos o Intermedios de Necesidades Básicas Insatisfechas. Si 
persiste el empate se deberá priorizar aquel proyecto que atienda el mayor número de 
usuarios en municipios rurales o en zonas de difícil acceso.”

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 2.2.2.5.16. del Decreto 1073 de 2015, el cual 
quedará así:

“Artículo 2.2.2.5.16. Aporte de los Recursos a la Prestación del Servicio 
Público. Los recursos aprobados para cofinanciar los proyectos de infraestructura 
serán aportados a la empresa de servicios públicos comprometida con el proyecto en 
los términos establecidos en el numeral 87.9 del artículo 87 de la Ley 142 de 1994 
modificado por el artículo 143 de la Ley 1151 de 2007.

En todo caso, los recursos que se aprueben para los diferentes proyectos deben 
estar sujetos a las disponibilidades presupuestales existentes y deben estar priorizados 
tanto en el Marco Fiscal de Mediano Plazo como en el Marco de Gasto de Mediano 
Plazo del sector”.

Artículo 10. Adiciónese el artículo 2.2.2.5.18. al capítulo 5, título II del Sector de 
Gas, parte 2, libro 2 del Decreto 1073 de 2015, el cual quedará así:

Artículo 2.2.2.5.18. Régimen de Transición.
a) Presentación y orden de prioridad para el año 2022
Los proyectos que pretendan ser ejecutados con recursos de la vigencia 2022 

únicamente podrán ser presentados hasta el 20 de julio del 2022. El trámite para 

su presentación, evaluación y asignación de recursos se regirá de acuerdo con las 
disposiciones vigentes al momento de la solicitud así como por lo establecido en la 
Resolución UPME 417 de 2010 y en la Resolución 9-0325 de 2013 del Ministerio de 
Minas y Energía; normas que les serán aplicables hasta la terminación del proyecto 
cofinanciado.

Para los proyectos a ser cofinanciados con recursos presupuestales del año 2022, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 2.2.2.5.13. del Decreto 1073 de 2015, la 
Unidad de Planeación Minero Energética - UPME, remitirá al Ministerio de Minas 
y Energía el orden de prioridad de los proyectos de infraestructura elegibles, a más 
tardar el 20 de agosto de 2022.

b) Presentación y orden de prioridad para el año 2023.
Para ser cofinanciados con recursos presupuestales del año 2023, los Solicitantes 

podrán presentar proyectos a partir de la modificación que efectúe la UPME de la 
forma de presentación de los proyectos, y hasta el último día hábil del mes de febrero 
de 2023.

La Unidad de Planeación Minero Energética - UPME, remitirá al Ministerio de 
Minas y Energía el orden de prioridad de los proyectos de infraestructura elegibles, a 
más tardar el 30 de marzo de 2023.

El Ministerio de Minas y Energía aplicará lo establecido en el artículo 2.2.2.5.14. 
durante los 2 meses siguientes a la fecha de presentación del listado de proyectos 
elegidos y priorizados por la UPME para la aprobación de cofinanciación de proyectos 
elegibles.

Artículo 11. Vigencia y derogatorias. Las disposiciones señaladas en este decreto, 
a excepción de lo establecido en el artículo 10, rigen a partir de la expedición de la 
actuación administrativa que modifique la Resolución UPME 417 de 2010, “por la 
cual se establecen los requisitos de presentación de los proyectos de infraestructura 
que requieran cofinanciación del Fondo Especial Cuota de Fomento”. Lo establecido 
en el artículo 10, empezará a regir a partir de la publicación del presente Decreto en 
el Diario Oficial.

Parágrafo. La Unidad de Planeación Minero Energética (UPME), deberá expedir 
la modificación a la Resolución UPME 417 de 2010 dentro de los 5 meses siguientes 
contados a partir de la publicación del presente decreto en el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 21 de junio de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
 El Ministro de Minas y Energía,

Diego Mesa Puyo. 

Ministerio de Comercio,  
Industria y Turismo

Decretos

DECRETO NÚMERO 1034 DE 2022
(junio 21)

por el cual se modifica el artículo 2.2.1.3.4.9. del Decreto 1074 de 2015, Decreto Único 
Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo, respecto de los requisitos 

para la procedencia de los Fondos Territoriales Temporales en los municipios.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones 

constitucionales y legales, en especial, las conferidas en el numeral 11 del artículo 
189 de la Constitución Política y el artículo 63 de la Ley 2069 de 2020, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 3 del Plan Nacional de Desarrollo 2018 - 2022 “Pacto por 

Colombia, Pacto por la Equidad” contenido en la Ley 1955 de 2019 establece que 
el pacto estructural del emprendimiento “plantea expandir las oportunidades de los 
colombianos a través del estímulo al emprendimiento, la formalización del trabajo y 
las actividades económicas, y el fortalecimiento del tejido empresarial en las ciudades 
y en el campo”.

Que la Ley 2069 de 2020 adoptó medidas para impulsar el emprendimiento y el 
crecimiento y sobre la base de la consolidación y sostenibilidad de las empresas, con 
el fin de aumentar el bienestar social y generar equidad.

Que el artículo 63 de la misma Ley 2069 de 2020 autoriza a los municipios a 
crear fondos territoriales temporales para el desarrollo integral y la reactivación 
económica de las empresas y emprendimientos, los cuales tendrán por objeto financiar 
o invertir en proyectos que atiendan las necesidades más urgentes de las empresas y 
emprendimientos del municipio.



 		  37
Edición 52.072
Martes, 21 de junio de 2022 DIARIO OFICIAL

Que el parágrafo 2 de dicho artículo señala que la creación del Fondo territorial para 
el Desarrollo Integral y la reactivación económica de las empresas y emprendimientos 
deberá estar articulado con la Agenda de las Comisiones Regionales de Competitividad.

Que de conformidad con lo señalado en el parágrafo 4 del precitado artículo 
63 de la Ley 2069 de 2020, el Gobierno nacional reglamentará el funcionamiento, 
condiciones, destinaciones y requisitos para la operación de estos fondos.

Que el Gobierno nacional expidió el Decreto 1837 de 2021, “Por el cual se 
reglamenta el artículo 63 de la Ley 2069 de 2020, respecto del funcionamiento, las 
condiciones, destinaciones y requisitos de los Fondos Territoriales Temporales para 
el desarrollo integral y reactivación económica de las empresas y emprendimientos”, 
cuyo objeto es reglamentar el funcionamiento de los Fondos Territoriales Temporales, 
define los mecanismos y las acciones que deben emprender las entidades territoriales 
para cumplir con las condiciones, destinaciones y requisitos que impone el artículo 63 
de la Ley 2069 de 2020.

Que las necesidades de las empresas y emprendedores varían según la región 
o municipio en donde operan y del ecosistema de emprendimiento, por lo que en 
cumplimiento del principio de autonomía territorial corresponde a cada municipio 
establecer los términos y condiciones de atención a emprendimientos y empresas que 
se desarrollen en su zona.

Que, de acuerdo con lo anterior, se requiere modificar el artículo 2.2.1.3.4.9. de 
la Sección 4 del Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1074 
de 2015, en aras de brindar mayor eficacia, eficiencia y celeridad en la autorización e 
implementación de los Fondos Territoriales Temporales en virtud del artículo 63 de la 
Ley 2069 de 2020 y la autonomía territorial.

Que en virtud de lo previsto en el numeral 8 del artículo 8 de la Ley 1437 de 2011 
y en el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 1081 de 2015, Decreto Único Reglamentario 
del Sector Administrativo de la Presidencia de la República, el presente decreto fue 
publicado en la página web del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, por un 
término superior a quince (15) días calendario, a efectos de recibir comentarios y 
observaciones.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Modificación del artículo 2.2.1.3.4.9. del Decreto 1074 de 2015. 
Modifíquese el artículo 2.2.1.3.4.9. de la Sección 4 del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1074 de 2015, el cual quedará así:

“Artículo 2.2.1.3.4.9. Requisitos para la procedencia de los Fondos Territoriales 
Temporales en los municipios y distritos. El municipio que desee crear un Fondo 
Territorial Temporal deberá cumplir los siguientes requisitos:

1. Elaborar un documento en el cual conste un diagnóstico en el que se determinen 
las necesidades más urgentes de las empresas y emprendimientos, acorde a la realidad 
y retos que afronte el sector productivo del municipio. Además, dicho documento 
debe evidenciar la articulación de los proyectos de inversión pública y/o proyectos 
productivos que espere desarrollar, con las apuestas y sectores estratégicos de la 
Agenda de las Comisiones Regionales de Competitividad.

2. Tener un porcentaje de desempleo superior al promedio nacional durante los 
últimos cinco (5) años anteriores a su estructuración, y que el porcentaje de Necesidades 
Básicas Insatisfechas sea mayor al promedio nacional. Para las ciudades capitales y 
demás ciudades que se encuentran contempladas dentro de la Gran Encuesta Integrada 
de Hogares, podrán identificar y certificar los porcentajes, a través de los resultados de 
la encuesta, y mediante una certificación del Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística - DANE. Para los demás municipios que no aparecen contemplados 
en la Gran Encuesta Integrada de Hogares, los datos aquí solicitados los podrán 
identificar, tomando como base el último Censo realizado, y con el apoyo y validación 
del Departamento Administrativo Nacional de Estadística - DANE.

3. Contar con la aprobación previa del Concejo Municipal o Distrital para crear el 
Fondo, para lo cual se verificará como mínimo el cumplimiento de los numerales 1 y 
2 del presente artículo y las demás disposiciones contenidas en este Decreto.”

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su 
publicación y modifica el artículo 2.2.1.3.4.9. del Decreto 1074 de 2015, Decreto 
Único Reglamentario del Sector Comercio, Industria y Turismo.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 21 de junio de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.
La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

María Ximena Lombana Villalba.

Ministerio de Transporte

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 20223040034555  
DE 2022

(junio 17)
por la cual se prorrogan los plazos establecidos en los artículos 3° de la Resolución 

411 de 2020 y 2° de la Resolución 412 de 2020, del Ministerio de Transporte. 
La Ministra de Transporte, en ejercicio de las facultades legales, en especial la 

conferida en los artículos 10 de la Ley 1228 de 2008, 2 numeral 2.2. y 6º numerales 
6.1. y 6.2. del Decreto 087 de 2011, y 

CONSIDERANDO:
Que la Ley 105 de 1993 “por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el 

transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades 
Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan 
otras disposiciones” en sus artículos 12, 16 y 17 señala las competencias sobre la 
Infraestructura de Transporte, estableciendo que las vías nacionales son aquellas a 
cargo de la Nación, las vías departamentales son aquellas a cargo de los departamentos 
y las vías municipales y distritales aquellas a cargo de los municipios.

 Que mediante la Ley 1228 del 16 de julio de 2008, “por la cual se determinan 
las fajas mínimas de retiro obligatorio o áreas de exclusión, para las carreteras 
del Sistema vial nacional se crea el Sistema Integral Nacional de Información de 
Carreteras y se dictan otras disposiciones”, en su artículo 1º establece que: “Para 
efectos de la aplicación de la presente ley las vías que conforman el Sistema Nacional 
de Carreteras o Red Vial Nacional se denominan arteriales o de primer orden, 
intermunicipales o de segundo orden y veredales o de tercer orden. Estas categorías 
podrán corresponder a carreteras a cargo de la Nación, los departamentos, los 
distritos especiales y los municipios. El Ministerio de Transporte será la autoridad 
que, mediante criterios técnicos, determine a qué categoría pertenecen”: 

Que, a su vez el artículo 10 de la citada ley, señala: 
“Sistema integral nacional de información de carreteras. Créase el sistema 

integral nacional de información de carreteras, SINC, como un sistema público de 
información único nacional conformado por toda la información correspondiente 
a las carreteras a cargo de la Nación, de los departamentos, los municipios y los 
distritos especiales y que conformarán el inventario nacional de carreteras. En este 
sistema se registrarán cada una de las carreteras existentes identificadas por su 
categoría, ubicación, especificaciones, extensión, puentes, poblaciones que sirven, 
estado de las mismas, proyectos nuevos, intervenciones futuras y demás información 
que determine la entidad administradora del sistema”. 

Parágrafo 1°. El sistema será administrado por el Ministerio de Transporte, las 
entidades administradoras de la red vial nacional adscritas a este ministerio, los 
departamentos, los municipios y distritos, están obligados a reportarle la información 
verídica y precisa y necesaria para alimentar el sistema, en los plazos y términos que 
el Ministerio determine. 

Parágrafo 2º. Confiérase al Ministerio de Transporte un plazo de dos (2) años 
a partir de la vigencia de la presente ley, para que conforme el Sistema Integral 
Nacional de Información de Carreteras a que se refiere el presente artículo y se 
autoriza al Gobierno nacional para que apropie los recursos que se requieran para 
su implementación y funcionamiento”. La

Que el Ministerio de Transporte mediante la Resolución 411 del 26 de febrero de 
2020, adoptó los criterios técnicos para la categorización de las vías que conforman 
el Sistema Nacional de Carreteras o Red Vial Nacional denominadas arteriales o de 
primer orden, intermunicipales o de segundo orden y veredales o de tercer orden. 

Que el artículo 3° de la citada Resolución 411 de 2020, estableció como plazo para 
que el Instituto Nacional de Vías (Invías), la Agencia Nacional de Infraestructura, los 
departamentos, municipios y distritos especiales, reportaran la matriz diligenciada 
al (la) director(a) de Infraestructura del Ministerio de Transporte, hasta antes del día 
treinta (30) de junio de 2022. 

Que a su vez el Ministerio de Transporte, mediante la Resolución 412 de febrero 
26 de 2020, adoptó la Metodología General para reportar la información que conforma 
el Sistema Integral Nacional de Información de Carreteras (SINC). 

Que el artículo 2 de la citada Resolución 412 de 2020 establece que la Nación -a 
través del Instituto Nacional de Vías (Invías) y la Agencia Nacional de Infraestructura-, 
los departamentos, los municipios y los Distritos Especiales, debían diligenciar la 
información de todas las carreteras a su cargo, usando para tal fin la metodología 
adoptada mediante la citada resolución y reportar a la Dirección de Infraestructura del 
Ministerio de Transporte, antes del treinta (30) de junio de 2022. 


